

SENRA, HERMINIA CARMEN



c/ PRADO ALVEIRO, ANTONIO

s/ DS Y PS







Causa nº 63976 Juz. 14







REG. SENT. DEF. Nº:442 

En Lomas de Zamora, a los 13 días del mes de Diciembre de dos mil siete, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile, Carlos Ricardo Igoldi y Rodolfo Miguel Tabernero con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 63976, caratulada: "SENRA, HERMINIA CARMEN c/PRADO ALVEIRO, ANTONIO s/DS Y PS".- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

-C U E S T I O N E S-




1ª.- ¿Es justa la sentencia dictada?




2ª.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Tabernero e Igoldi.-

-V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:





I.- El señor juez titular del juzgado de primera instancia en lo civil y comercial Nº14 departamental dictó sentencia a fojas 272/280 haciendo lugar a la demanda interpuesta condenando a Antonio Prado Alveiro o Albeiro Antonio Henao Prado a pagar a Herminia Carmen Senra y Maria Ester Vico Senra la suma de veintitrés mil ciento ochenta pesos, con más intereses y costas. Rechazó la demanda con relación a Aerosol Síntesis SA, con costas en el orden causado. Difirió la regulación de honorarios para su oportunidad.





El pronunciamiento es apelado por la actora a foja 282 y concedido libremente el recurso a foja 283.





La actora apelante presentó un escrito recursivo a fojas 312/315. Corrido el pertinente traslado, el mismo fue evacuado en forma silente. 





A foja 317 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida y firme.





DE LOS AGRAVIOS





II.- Se agravia la actora del rechazo de la acción con relación a la codemandada “Aerosol Síntesis SA” en su carácter de titular registral del automotor Ford Sierra SQO-011. Centra su queja en la errónea calificación de instrumento público que ha recibido la certificación de firma de fojas 63/64 y la falta de acreditación de la efectiva transferencia de dominio y el cambio de titularidad en el registro de la propiedad automotor.





CONSIDERACION DE LAS QUEJAS





III.- Nuevamente correspóndeme preopinar en cuestión tan intrincada, cual es la referida a determinar si la certificación de firma ante notario público, puesta en un instrumento privado, le otorga al mismo fecha cierta en los términos que autoriza nuestro Código Civil.





Expresé en autos "Alvite, Francisca c/Lucarnini, Walter y otro s/Daños y Perjuicios" (Causa nº 48.105, 2-V-2000, Reg. Sent. Def. 153) que la certificación de firma ante notario, no otorga por sí sola fecha cierta al instrumento privado; ello así por imperio de lo establecido en el artículo 1035 del Código Civil, el que -no obstante la bondad de alguna doctrina- debe interpretarse rigurosamente a la hora de considerarse la oponibilidad del instrumento a los terceros.





Y reiteré en los autos "Defrance, Silvia c/Pérez, Raúl Francisco s/Daños y Perjuicios" (Causa nº 49.748, 21-XI-2000, Reg. Sent. Def. 419) que en mi concepto la certificación de las firmas que efectúan los notarios, si bien debe ser correlacionada en el libro de requerimientos en el que los comparecientes estampan sus firmas en el mismo acto, no otorga al instrumento fecha cierta y, consecuentemente, no es oponible a terceros (art. 1035 Código Civil).





Porque el libro de requerimientos no existía cuando Vélez Sársfield redactó el Código Civil, y entonces, no corresponde asignar a ese libro una consecuencia que la ley no le otorga y asimilar sus efectos legales a los del protocolo que custodian los notarios (art. 998 Código Civil).





No se me escapa que la enumeración del artículo 1035 del Código Civil es enumerativa y no taxativa, mas no es menos cierto que la apreciación de la prueba tendiente a dar fecha cierta a un instrumento privado por otros medios se debe evaluar en forma muy rigurosa.





Y más recientemente este Tribunal reiteró su doctrina estableciendo que la certificación de las firmas realizadas por el escribano en actividad extraprotocolar, sin la firma de testigos no confiere al aludido instrumento fecha cierta. Es que el artículo 1035 del Código Civil prevé el caso de reconocimiento del instrumento ante un Escribano y dos testigos que lo firmen, no siendo posible, por vía interpretativa, crearse un supuesto de fecha cierta ya previsto por el cuerpo legal referido parcelando su contenido y haciendo caso omiso de la fundamental exigencia de la firma de dos testigos presenciales. ("Muscio, Eduardo c/ Mariño, Osvaldo y ot. s/ Incidente de ejecución de sentencia", Causa nº 55813, 12-11-2002, Reg. Sent. Int. 698; JUBA B2550213).





Y nuestra Casación Provincial ha sido constante en sostener esa misma doctrina; así ha dicho que no es de buena hermenéutica que so pretexto de afirmar el alcance meramente enunciativo del art. 1035 del Código Civil se modifique el rigorismo de los modos de adquisición de fecha cierta expresamente señalados por el codificador que, para el caso del inc. 1, indica que dicho instrumento "debe quedar allí archivado" (SCBA, Ac 42784, Sent. del 18-9-1990, "Victorino Ruiz González e hijos S.A. c/ Cooperativa Martín Fierro Ltda. s/ Cobro ejecutivo", en Ac. y Sent. 1990-III-364).





Y ha ido más allá al haber establecido que los contratos -aun después de reconocidos- no prueban contra terceros la verdad de la fecha expresada en ellos (art. 1034, C.C.), de lo que se desprende que sólo pueden oponerse a los terceros a partir de la adquisición de fecha cierta, lo que sólo ocurre en los casos del art. 1035 del Código Civil (SCBA, Ac 43665, Sent. del 13-8-1991, "Municipalidad Ciudad de Buenos Aires  S/Tercería de dominio en autos Impregal S.R.L. contra Ricchio, Franco. Ejecución' s/ Tercería de dominio", en E.D. 145-466, J.A. 1992-I-769 - DJBA 142-233, Ac. y Sent. 1991-II-758, La Ley 1994-A-478).





Y fue terminante al sentenciar que la adquisición de fecha cierta sólo ocurre en los casos del art. 1035 del Código Civil (SCBA, Causa L. 69198, Sent del 10-V-2000, en autos: "Salzano, Mario. tercería de dominio en autos: Baratucci, Juan A. y ot. c/ Paestum SACFI s/ Indemnizaciones").-





Claro que, en mi concepto, esa doctrina, que fue precisamente la que llevó a este Tribunal a fallar como supra quedara dicho, advierto viene llevando otro rumbo con la nueva integración de nuestro máximo Tribunal Provincial.-





En efecto, cabe citar un voto del Dr. Roncoroni (in re "Morixe Hermanos SAC c/ Municipalidad de Bragado s/ Cumplimiento de contrato. Daños y perjuicios", Ac. 76417, Sent. del 30-IV-2003, DJBA 165-175), en el que adhiere al del Dr. Petigiani, para Casar la sentencia del Tribunal inferior, mas con distintos fundamentos, sentando doctrina al establecerse que "una interpretación superadora del antiguo criterio que consideraba taxativa la enumeración contenida en el art. 1035 del CC, no ha de vacilar en amojonar la fecha cierta de un documento en el momento que el mismo se incorpora a actuaciones administrativas que, obviamente, tienen el carácter de documentos públicos u oficiales".





Se determinó allí que si bien "la redacción del artículo parece exigir el archivo como condición para darle fecha cierta al documento, ningún obstáculo existe para reconocerle también fecha cierta al instrumento que fue devuelto al interesado, archivándose una fotocopia en la repartición pública o en el expediente judicial" (ver Belluscio-Zannoni, "Código Civil, comentado, anotado y concordado", Ed. Astrea, 1998, Tº IV, pág. 669).





Esta es para mí una verdadera concepción superadora de la doctrina que antes tenía establecida la Casación Provincial, porque -como quedara dicho- el rigorismo que se mantenía para interpretar la norma del artículo 1035 del Código Civil, aprecio no significaba considerar su enumeración taxativa sino ser rigurosos al momento de merituar los elementos de juicio para otorgar fecha cierta a un instrumento privado.





Pero admitir que un documento no archivado pueda adquirir fecha cierta por encontrarse sí registrada su copia en el expediente administrativo, significa tornar mucho más laxa la doctrina establecida en el Acuerdo 42.784 del 18 de setiembre de 1990, que antes citara, como la que sentó que la adquisición de fecha cierta sólo ocurre en los casos del art. 1035 del Código Civil (SCBA, Ac. 69198, Sent del 10-V-2000, antes citado).





IV.- Es bajo esa lupa que debe dirigirse el pensamiento para orientar ahora una nueva doctrina de esta Alzada, superando la anterior, que fue concebida con el espíritu de la anterior doctrina de nuestra Suprema Corte de Justicia.





Los artículos 171 a 177 de la ley 9020, Orgánica del Notariado (t.o. por Dec. 8527/86), han regulado en nuestra Provincia los requisitos que debe contener la certificación de firmas e impresiones digitales puestas en presencia de notarios por personas de su conocimiento, determinando la competencia territorial y la existencia de un Libro de Requerimientos provisto por el Colegio a cada uno de los registros de escrituras públicas de la provincia.





Por su parte los artículos 118 a 135 del Reglamento Notarial (Dec. 3887/98), han venido a establecer el uso de los folios de actuación notarial, la forma en que el notario debe otorgar su fe de conocimiento para individualizar a los requirentes, y las normas referidas al Libro de requerimientos, su índice, retiro de la notaría, exhibición, deber de conservación, etc.





Las citadas normas provinciales analizadas en una estricta exégesis, llevan a concluir que la certificación de firmas puesta en un instrumento privado, en los términos y condiciones que aquellas disponen, garantizan que han sido estampadas en el libro de requerimientos, en el lugar, fecha y por la persona de conocimiento del notario, que se da cuenta en el folio de actuación notarial que al efecto le ha sido provisto por el Colegio de Escribanos, con el formato e impresión reglamentaria.





En virtud de lo considerado, tengo para mí que en la actualidad, la firma de un instrumento privado en presencia de escribano público, ofrece garantías de seguridad, dado que se realiza con solemnidad. En efecto, existe un acta labrada en lo que se denomina "Libro de Certificación de Firmas o Requerimiento de Firmas e Impresiones Digitales", suministrado onerosamente, supervisado y habilitado por los Colegios de Escribanos o Notariales de cada provincia, que se entrega foliado a cada escribano de registro. En el mencionado libro, que únicamente puede utilizar el escribano al que le fue entregado por el respectivo Colegio y ningún otro, se consignan los datos del requirente, una breve descripción del documento que se suscribe, y el lugar y fecha de la firma bajo la dación de fe del escribano. Al final deben consignarse las firmas del rerquirente y del escribano (Armella, Cristina Noemí, "Tratado de Derecho Notarial, Registral e Inmobiliario", Tº II, pág. 1029).





Todo lo expuesto me lleva a la necesaria conclusión que la firma puesta por las partes en un instrumento privado certificada por notario, cumplidas todas las condiciones que disponen las normas supra citadas, dan suficiente garantía como para otorgar a dicho documento fecha cierta en las condiciones que autoriza la ley civil.





Claro que en mi concepción, si bien la enunciación del artículo 1035 no es taxativa, considero que cualquier situación que sirva para otorgar fecha cierta a un instrumento privado, debe encuadrarse en una interpretación amplia de alguno de sus cuatro incisos. Es en consecuencia con la tesis que propugno, que aprecio de aplicación al “sub discussio” el inciso tercero de la citada norma, que se refiere a la transcripción del instrumento en cualquier registro público.





No desconozco la doctrina jurisprudencial que admite el supuesto solamente cuando la trascripción del documento es literal; mas esa interpretación superadora que ahora orienta a nuestra Casación Provincial me lleva a traducir que tal cual se encuentra reglamentada la certificación que efectúan los notarios de la firmas puestas en los instrumentos privados, la pormenorizada relación del documento en el Libro de Requerimientos que ellos custodian, es bastante para tener por cumplida la transcripción que impone como condición la citada norma.





Ahora bien, yendo más allá y a fin de desentrañar su naturaleza jurídica, corresponde establecer que la certificación de firma es en sí misma un instrumento público (art. 979 inc. 2º Código Civil).





Pero bien entendido que tal carácter no alcanza al contenido del instrumento que se certifica, habida cuenta que el fedatario solamente se limita a dar fe de conocimiento de la persona que lo suscribe, como del lugar y fecha en que lo hace en su Libro de Requerimientos, y de nada más.





Como corolario de lo que ha quedado hasta aquí dicho, corresponde modificar la doctrina de que este Tribunal venía sosteniendo hasta el presente, estableciéndose que la certificación notarial de firmas otorga autenticidad a todo el contenido del documento, incluso a su fecha, y si bien el instrumento no deja de ser privado, quien niega tal carácter y aduce falsedad, debe probarla, toda vez que nos encontramos en presencia de una presunción "iuris tantum".





Con ello queda claro que no debe recurrirse al procedimiento de la "redargución de falsedad" para desvirtuar las manifestaciones que contiene el instrumento privado cuyas firmas fueran certificadas, por no haber pasado los hechos en presencia del oficial público.





Porque la fe pública es de la sociedad y debe prestarla mediante sus órganos. Es el Estado quien les da certeza y autenticidad a los distintos actos, y la propaga con su testimonio oficial de evidencia. El respeto y la fe del espíritu público en la documentación es un fenómeno colectivo que el Estado convierte en legislativo, valorando la función certificante con fuerza de evidencia, concediendo al testimonio oficial fe pública, que todos deben creer y la sociedad la recibe de buen grado, como precepto y deber (Lavandera, Víctor, "Fe Jurídica", Revista de Derecho Privado, Madrid, 1921, pág. 110).





El legislador no sólo quiere que el juez pueda convencerse de la existencia o inexistencia de un hecho dado, sino que quiere también que la convicción del juez no pueda ser determinada sino con los medios para ello prescritos (Núñez Lagos, Rafael, "Fe Pública", Revista Internacional del Notariado 39, Madrid, 1958, pág. 305).





La fe pública es una atestación calificada, derivada de su autor, que recae en determinadas condiciones (vgr. fecha, otorgamiento, manifestación de voluntad, etc.), sin penetrar sobre el contenido del documento -no recae sobre la voluntad misma- (Zavala, Gastón Augusto, "La Forma Notarial", Revista Notarial Colegio de Escribanos de la Pcia. de Bs. As., año 2002, nº 942, pág. 397).





V.- Los agravios de la actora giran en torno al rechazo de la acción de daños y perjuicios en relación de Aerosol Síntesis SA. Corresponde determinar las condiciones necesarias para eximir de responsabilidad al titular registral de un automotor.





Es cierto que la Suprema Corte de nuestra Provincia, sentó posición mediante Acuerdo Nº 81.641 del 16 de febrero de 2005,  "Oliva, Enrique contra Fahler, Oscar Alberto. Daños y perjuicios" y acumuladas 1: "Manzano, Jorge Félix contra Fahler, Oscar Alberto y otro. Daños y perjuicios" y 2: "Manzano, Christian Hernán contra Fahler, Oscar Alberto y otros. Daños y perjuicios".





Se sostuvo que el art. 27 del dec. ley 6582/1958 (t.o.) consagra como presunción iuris tantum la falta de responsabilidad de quien cumplimenta la denuncia allí viabilizada, en tanto la omisión de realizarla permite presumir con el mismo alcance la responsabilidad de quien ha incurrido en ella, siempre que no pruebe acabadamente el desprendimiento de la posesión y custodia del vehículo, es decir que su animus domini existió en la realidad de los hechos.





Asimismo, se dijo que no subsiste la responsabilidad de quien figura en el Registro nacional de Propiedad Automotor como titular del vehículo causante del daño, cuando lo ha enajenado y entregado al comprador con anterioridad a la fecha de siniestro, si esa circunstancia resulta debidamente probada en el proceso (véase Plenario, "Morrazo" Agosto 18-1980, CNESP, Civ y Com en pleno, L.L. 1981-B-98; JA 1981-II-271; de 92-687; pese a que el mismo ha dejado de ser imperativo -en su ámbito de aplicación- al cambiar la legislación sobre la que se sustentaba, como surge del plenario de la Cám. Nac. Civ., del 9-IX-1993, "M. de Sotham"). Ello así porque la ley 22.977 es de eminente contenido "registral", pues tanto ella como su predecesora han tenido por objeto organizar un Registro de Propiedad Automotor, con el fin de brindar seguridad jurídica (véase, Plenario, "M. de Sotham", "El Derecho", t. 156, p. 227); y no han intentado alterar el sistema de responsabilidad civil instaurado por la ley 17.711. Desde ese cuadrante, es preciso vincular el art. 1113 del Código Civil, con el 27 de ley 22.977, para arribar a la conclusión que el titular responde, "a menos que acredite fehacientemente que el comprador es quien tiene la guarda del automóvil".





Con esta hermenéutica, en lugar de poner al Juez como un autómata, se le da la posibilidad de analizar conforme a las circunstancias particulares del pleito si fue debidamente probado el total desdoblamiento de las condiciones de dueño y de guardián del móvil. Se intenta de tal modo que no se produzca la consecuencia disvaliosa de que el propietario, por una falta meramente administrativa, deba cargar sobre sus espaldas con las consecuencias de un accidente del que resulta ajeno. De ello se colige que el propietario que no cumplió acabadamente con lo que manda la mencionada ley registral -sea por desidia, o por desconocimiento como sucede en la mayoría de los casos- puede demostrar ante el magistrado judicial, que se desprendió de la guarda del automóvil (conf. voto del doctor Bossert en el mencionado Plenario, "M. de Sotham...", Rev. cit., p. 229).





Cabe agregar, finalmente, que tal criterio reiteradamente sostenido sobre el tópico fue adoptado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por mayoría, en las causas "Seoane, Jorge Omar c/Entre Ríos, Provincia de y otro s/daños y perjuicios" (sent. 637-XXVI del 19-V-1997) y "Camargo, Martina y otros c/San Luis, Provincia de y otra. Daños y perjuicios" (sent. Del 21-V-2002).





VI.- En esta línea argumental, entiendo que el recurso ha de prosperar, ya que no obstante la postura asumida por el Máximo Tribunal Provincial, entiendo que se trata de un supuesto que escapa a la aplicación del citado precedente.





En los presentes obrados no se ha probado acabadamente el desplazamiento de la guarda del automotor a manos del demandado Prado Alveiro.





Sin entrar a considerar la eficacia o no del instrumento público de fojas 63/64, que la actora cuestiona, y que ya he considerado supra, tal  documento no es suficiente para tener por probado el extremo requerido por la norma y la jurisprudencia para eximir de responsabilidad al titular registral del automotor.





En el referido documento el codemandado conductor del automotor, ratifica la supuesta compraventa del automotor y la asunción de responsabilidad civil por los siniestros que puedan ocurrir por el uso del mismo. Pero no se me escapa que dicho documento es de fecha posterior al accidente de autos, ya sea porque se tenga por válida la fecha en la cual el fedatario certificó la rúbrica o bien por la fecha en la cual se ha presentado en el expediente.





Más aún, en el mismo documento se deja expresa constancia respecto a la posible acción legal de la Sra. Senra, lo cual me persuade que la suscripción de dicho documento se ha realizado con la intención de cubrir la deficiente actitud de las partes respecto a la registración de la supuesta compraventa. Y me refiero a la misma como supuesta, ya que el boleto de compraventa acompañado carece de fecha cierta, de autenticidad en sus firmas y el expreso desconocimiento del mismo, por lo cual no tengo debidamente acreditado dicho extremo. 





La ratificación de la operación en un momento posterior a la ocurrencia del accidente, no reune suficiente fuerza convictiva como para tener por acreditado el desprendimiento de la guarda.





VII.- Con respecto a los testigos propuestos por la codemandada, no aportan datos relevantes a la causa y sus testimonios deben ser desechados por su carácter de dependientes de la sociedad demandada.





La prueba de testigos es "peligrosa y siempre deleznable" y "no puede ser aceptada sino sometiéndola a todo el control que recomienda la lógica". La sana crítica es la que indica los caminos de interpretación al juez, resultando ser su pauta orientadora (esta Sala, RSD:68/05 in re "Kunkel, Carlos Miguel c/Liñeiro Trillo, Maria del Carmen s/Escrituración y daños y perjuicios" Exp: 60098).





Es necesario poner de resalto que la valoración de la prueba testimonial y su fuerza probatoria deben apreciarse según las reglas de la sana lógica, procurando desentrañar el mérito o la inconsistencia de la declaración con las demás circunstancias de la causa que corroboren o disminuyan su fuerza, observando igualmente la calidad de los testigos. Los magistrados son soberanos en la apreciación de las declaraciones testimoniales, analizadas como se ha efectuado, conforme las reglas de la sana crítica (art. 384 CPC). Los jueces no solamente concluyen en sus sentencias con el literal confronte de los testimonios que se les brinda en análisis, sino que lo hacen al materializar en ellos su lógico pensamiento luego de formarse convicción de la verdad moral como terceros imparciales en la contienda, dando así valor a las deposiciones que se conforman con la realidad (esta Sala, RSD: 245/06 in re "Gallo, Edelmira Elsa c/Cersosimo, Arturo Horacio s/Interdicto de recobrar" Exp: 62131; RSD: 358/07 “Sosa, Lina c/Exp. Caraza SA s/Ds y Ps” causa: 63795).





Un testigo es atendible cuando su declaración es idónea para crear la convicción del juez sobra la verdad de los hechos a los cuales se refiere. En este orden, para apreciar la eficacia del testigo, deben atenderse las circunstancias o motivos que corroboran o disminuyen la fuerza de sus declaraciones, pues ni el juramento de decir verdad impuesto por la ley ni las manifestaciones formuladas al responder por las generales de la ley impiden que el juez ejerza la potestad legal de apreciarlas según las reglas de la sana crítica (esta Sala, RSD: 245/06 in re "Gallo, Edelmira Elsa c/Cersosimo, Arturo Horacio s/Interdicto de recobrar" Exp: 62131; RSD: 358/07 “Sosa, Lina c/Exp. Caraza SA s/Ds y Ps” causa: 63795).





Los testimonios de fojas 177, 178 y 183 nada aportan a probar el desprendimiento de la guarda en forma eficaz para excluir de la condena a la sociedad demandada, ya que todos los sujetos citados reconocen algun tipo de vínculo laboral con la empresa, lo que no me genera, al menos, la certeza moral necesaria para tener por ciertos sus dichos.





La certeza moral que el juez obtiene al ponderar la prueba no se obtiene con una evaluación aislada de los diversos elementos de prueba, sino en su totalidad, pues probanzas que individualmente estudiadas pueden ser objeto de reparos, débiles e imprecisas, en numerosos casos se complementan entre sí de tal modo que, unidas, llevan al ánimo del juez la convicción de la verdad de los hechos. De tal modo, los diversos medios probatorios incorporados deben apreciarse como un todo, en conjunto, sin que importe que su resultado sea adverso a quien lo aportó, porque no existe un derecho sobre su valor de convicción (esta Sala, causa:62131 RSD-245-6 S 5-9-2006, in re "Gallo, Edelmira Elsa c/ Cersosimo, Arturo Horacio y otro s/ Interdicto de recobrar"; causa: 64205, RSD: 414/07 in re “Bustos, Fabio Norberto c/Fable, Atilio s/Resolución de contrato”).





VIII.- Con relación al argumento referido a la falta de legalización del documento acompañado, dire que la cuestión se ha tornado abstracta en función de la solución que vengo proponiendo.





La solución que propugno tiene fundamento en otras constancias del expediente, como qudedara dicho, y determinar si el instrumento que declaré válido y con efecto hacia terceros, debe ser legalizado para su validez en esta provincia, no debe considerarse por cuanto tampoco he merituado tal probanza. 





CONCLUSIONES





IX.- Entiendo que corresponde receptar favorablemente los agravios de la actora referidos al rechazo de la acción respecto de la titular registral del automotor Ford Sierra dominio SQO-011, la sociedad “Aerosol Síntesis SA”, ya que no se ha probado acabadamente el desplazamiento de la guarda del rodado. Por lo tanto, debe cargar con las consecuencias dañosas generadas por el riesgo creado por el mismo en función de la directiva emanada del artículo 1113 del digesto de fondo. 





X.- Atento la forma de resolverse la cuestión, y lo expresamente solicitado en el escrito de agravios de la apelante, entiendo que corresponde modificar la imposición de costas en la instancia originaria, debido al divorcio irreconciliable entre la resolución propuesta por la sentencia de fojas 272/280 y la que vengo proponiendo respecto a la responsabilidad de la codemandada “Aerosol Sintesis SA”.





Respecto de la imposición de las costas, reiteradamente ha dicho esta Sala que las costas del juicio indemnizatorio no se distribuyen en relación al grado de responsabilidad de las partes en el accidente; el caracter de vencido que hace imponerlas al o a los demandados que resistieron íntegramente la demanda se configura aún si ésta prospera en forma parcial (art.68 CPCC).





A mayor abundamiento, la Excma. Suprema Corte, con el carácter de doctrina legal, ha sostenido que debe respetarse al aplicar las costas, el principio de la derrota, aún en forma mínima (SCBA Ac. 48321 del 24-3-92, Ac. 49724 del 30-3-93, Ac. 52964 del 10-5-94, Ac. 54479 del 5-3-96, Ac. 57688 del 3-9-96; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 197/93, 57/95, 398/94, 267/91 y otros).





Conforme lo dicho hasta aquí, entiendo que las costas del juicio deben imponerse en forma total en cabeza de los demandados vencidos, lo que propongo al acuerdo.





Por lo expuesto, 

-VOTO POR LA NEGATIVA-

A la misma segunda cuestión, los Dres. Tabernero e Igoldi, por consideraciones análogas, TAMBIEN VOTAN POR LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:





Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, corresponde modificar la sentencia apelada y en consecuencia hacer lugar a la demanda interpuesta contra Aerosol Síntesis SA, imponiendo las costas de ambas instancias a los demandados vencidos, en función de revestir el carácter de vencidos (Art. 68 CPCC), confirmándosela en todo lo demás. Los honorarios se regularán en su oportunidad.

-ASI LO VOTO-

A la misma segunda cuestión, los Dres. Tabernero e Igoldi, por compartir fundamentos, VOTAN EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuedo dictándose la siguiente

SENTENCIA





En el Acuerdo quedó establecido que la sentencia no es del todo justa y que debe ser modificada.





POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede, y CITAS LEGALES, modifícase la sentencia apelada y, en consecuencia, hácese lugar a la demanda entablada por Herminia Carmen Senra y Maria Ester Vico Senra contra “Aerosol Síntesis SA”. Costas de ambas instancias a los demandados vencidos. Confírmasela en todo lo demás. Difiérese la regulación de los honorarios profesionales para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.- 

